
C.A. de Santiago

Santiago, veintinueve de diciembre de dos mil veintid só .

VISTO:

Se  reproduce  la  sentencia  en  alzada,  previa  eliminaci n  deló  

considerando Vig simo.é

Y  TENIENDO  EN  SU  LUGAR  Y,  ADEM S,Á  

PRESENTE:

Que habi ndose solicitado en la demanda que la suma que se otorgueé  

por da o moral  lo  sea,  adem s,  con reajustes  e  intereses,  se  dar  lugarñ á á  

tambi n a tal pretensi n, teniendo en consideraci n para ello, en relaci n aé ó ó ó  

la poca a partir de la cual deben computarse los reajustes del monto queé  

corresponda a la indemnizaci n civil por los perjuicios experimentados poró  

el actor, que en tanto tal tem tiene por objeto nicamente mantener elí ú  

poder  adquisitivo  del  dinero  y  trat ndose  del  resarcimiento  del  da oá ñ  

extrapatrimonial  de  origen  extracontractual,  stos  han  de  contabilizarseé  

desde que existe  certeza  inamovible  de la  efectividad del  hecho de que 

emana la obligaci n de indemnizar y sta se hace actualmente exigible, loó é  

que corresponde a  la  fecha en que el  fallo  queda ejecutoriado  o causa 

ejecutoria.  Dicha  suma,  as  reajustada,  devengar  adem s  interesesí á á  

corrientes  para  operaciones  reajustables  los  que  se  contabilizar n,á  

eventualmente, desde que el deudor se constituya en mora de su pago.

Por estas consideraciones, normas legales citadas y atendido adem s loá  

dispuesto en los  art culos  186 y siguientes  del  C digo de Procedimientoí ó  

Civil, se  confirma la sentencia apelada de fecha veinticinco de febrero de 

dos mil veintid s, dictada por el 28  Juzgado Civil de esta ciudad, en losó °  

autos  rol  N  C-27.361-2019° ,  con  dec laraci nó  que  la  suma  que  se 

condena pagar al Fisco de Chile a la actora  asciende a la suma de ochenta 

millones  de  pesos  ($80.000.000)  a  t tulo  de  da o  moral,  m s  reajustesí ñ á  

conforme al alza del ndice de Precios al Consumidor que se devenguen aÍ  

contar de la fecha en que esta sentencia quede ejecutoriada y hasta la de su 

pago efectivo y que dicha suma as  reajustada devengar  adem s interesesí á á  

corrientes para operaciones no reajustables los que se contabilizar n desdeá  

que el deudor sea constituido en mora, sin costas. 



Acordada con el voto en contra del Abogado Integrante Sr. Benitez, 

quien estuvo por revocar el fallo en alzada y por rechazar ntegramente laí  

demanda, por los siguientes motivos:

I. -  Que la acci n  ejercida por la  parte  demandante es  de ndoleó í  

patrimonial,  desde  que  se  demanda  una  suma  de  dinero  a  t tulo  deí  

indemnizaci n  de  perjuicios,  proveniente  de  la  obligaci n  del  Estadoó ó  

producto de un acto il cito cometido por sus agentes, esto es, se trata de uní  

caso de culpa aquiliana o responsabilidad extracontractual. Y por no haber 

un estatuto jur dico de responsabilidad extracontractual propio del Estado,í  

distinto del establecido en el T tulo XXXV del Libro IV del C digo Civil,í ó  

resulta aplicable para el demandado de autos lo dispuesto en el  art culoí  

2332 del mismo cuerpo legal.

II . -  Que, en efecto, en fallo de veintisiete de junio de dos mil seis, 

dictado por la Corte Suprema de Justicia en causa rol 508-2006, se se alñ ó 

que  no  por  ser  la  responsabilidad  estatal  de  ndole  constitucional  y  deí  

derecho p blico, no pueden extinguirse por el transcurso del tiempo, dadoú “  

que por su car cter universal, la prescripci n no es ajena a esas normativasá ó  

y  puede  operar  en  todas  las  disciplinas  que  corresponden  al  derecho 

p blico , doctrina que esta Corte hace suya y que, con mayor raz n, seú …” ó  

aplica  a  un  caso  en  que  la  responsabilidad  emana  de  un  il cito  civil,í  

regulada por el C digo de Bello. Por lo dem s, no existe disposici n algunaó á ó  

-ni interna ni internacional que obligue a los rganos de la Rep blica- queó ú  

establezca la imprescriptibilidad de la responsabilidad extracontractual del 

Estado y, antes al contrario, existe una norma expresa en sentido inverso, 

como lo es el art culo 2497 del C digo Civil,  al se alar que Las reglasí ó ñ “  

relativas a la prescripci n se aplican igualmente a favor y en contra deló  

Estado,  de  las  iglesias,  de las  municipalidades,  de  los  establecimientos  y 

corporaciones nacionales, y de los individuos particulares que tienen la libre 

administraci n de lo suyo .ó ”

III. -  Que  incluso  el  Tribunal  Pleno  de  la  Corte  Suprema,  en 

sentencia de veintiuno de enero de dos mil trece, en autos rol 10.665-2011 

sent  la  doctrina  anterior  y  agreg  que  ni  el  Pacto  Internacional  deó ó  

Derechos  Civiles  y  Pol ticos  ni  la  Convenci n  Americana  de  Derechosí ó  



Humanos estaban MTVQXCXLXYX vigentes al momento de suceder los 

hechos de esta causa pero, sea como fuere, ninguno de estos instrumentos o 

uno distinto ha dispuesto la imprescriptibilidad gen rica de las acciones é 

orientadas  a  obtener  el  reconocimiento  de  la  responsabilidad 

extracontractual del Estado. Luego, parece obvio que al no haber norma 

interna ni establecida en tratados internacionales ratificados por Chile que 

determine la imprescriptibilidad de estas acciones, rige con todo su vigor el 

citado art culo 2497 del C digo Civil.í ó

IV.-  Que el citado art culo 2332 del C digo Civil establece un plazoí ó  

de cuatro a os para la prescripci n de la acci n deducida en estos autos,ñ ó ó  

plazo que se contabiliza desde que se cometi  el  acto il cito,  ya que laó í  

expresi n perpetraci n del acto  utilizada en la norma legal reci n citada,ó “ ó ” é  

tiene un sentido amplio,  que comprende la realizaci n de una acci n uó ó  

omisi n que provoca el da o que motiva el resarcimiento de los perjuiciosó ñ  

supuestamente  causados.  En  el  caso  sub  judice,  el  acto  por  el  que  se 

demanda  la  indemnizaci n  de  perjuicios  data  del  a o  mil  novecientosó ñ  

setenta y tres.

V.-  Que si los hechos ocurrieron en el a o mil novecientos setenta yñ  

tres, a la fecha de la notificaci n de la demanda, el veintinueve de mayo deó  

dos mil  veinte,  el  plazo que establece el  art culo 2332 del  C digo Civilí ó  

hab a transcurrido en exceso. Y aun cuando el plazo se cuente desde que elí  

pa s  volvi  a  la  normalidad  democr tica,  el  once  de  marzo  de  milí ó á  

novecientos noventa, igualmente estar a cumplido el plazo de prescripci ní ó  

de cuatro a os referido.ñ

VI.-  Que, en consecuencia, la acci n deducida est  extinguida por laó á  

prescripci n.ó

VII.-  Que  la  naturaleza  jur dica  de  los  mentados  delitos  noí  

corresponde a aquella de lesa humanidad por cuanto su comisi n no lo fueó  

en car cter generalizado ni sistem tico, ni se dirigieron contra la poblaci ná á ó  

civil como tal sino contra determinadas personas.

Reg strese y devu lvase la competencia.í é

Civi l  N°3769-2022.
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